
III siguiente

~ ''C)'tléiiiri>&esíti inatctiíéDei81, 'él ¡¡;,/CaIo ihll~1j¡ T.eY
Q/1980,cu)'l! 'Constituciona,,'Iidaél se, cuestiona, ~blece, que no
puede «>nslltub:se ¡nAs que ,lJlll!snla Federación por~ modali,

, dad deportiva, y q..., óS\eÍItasu'íq>resentación ""te Iarespecti,V.
• Fedetaci6n Intet1l4cional. ' , .,.. " .' '" - ' "

'Partiendo ele la-óorúlgunÍcióA de las FedetaciOn"espoi.olas en/
la forma antes expuesta este precepto no pu~e calificane como
oontrario a la Constituci~n. Cuando el .~stado utiliza la vía

f liSociativa para .tribuir'. nn detenninado tipo de asociaciones ,el
ejercicio de funciones públicas decatActer administrativo, en un
determinado sector' de k vida social, l"!ede limitar el' n1Ímero de

• áOcillCiones a laS que atribuye el ejercitio de laIes funciones, pues
corresponde al Estado 0!JllIlizfr tal ejerciCio de III forma más

". conveniente para 18 consecuci6n del interts -¡enera!. 'Ello no es
conlnlrio al derecho de .sociación -QJIO puedeejercene ¡maIel.­

f mente 1"":": fines priVlldos-, pues como .ntes deci.mos (Fund.-
• mento Jurldico tereero,.~o B),no fontlJl ¡>IU1e d.l CO,lItenido

de tal derei:bo el de' COlISlltult 85OCÍlIciones cuyo objeto _ el
ejercicio de 'funciQnes'p1Íblicu de arictef administrativo en
relllción con un'sectorde lll1>ida soci.l." '"

, :, D) , De ';lnl·Parte.ellll1ículo 15delll Ley.de 3lde~ de,
1980, CUY. constilUc:ionaIida4,también le cuestiOIlll> eotal>lec:e en su
nlimero ,1 que~ I'OIlStituir Fedenli:iones españolis ie precísm'á
informe filvorable del Plenodel~o :S!,pe¡íor de Deportes, III
llj>I'Ol)acioo por 6slc de, _ Eetatutos'f la iucripci6D .. el
·~le,rqriIIro.:r ..41,número-2 dade que .. iJlIlriP-,

cíón. ele'Federaciones q..., le, constiturn .. partir,' de III eittrada en,
viaor de la Le)' tendrán~ prOviáional dUlante.cuatro dos y ,

, que lllm$C11ITido estepwtr-eI Pleno del Co~o les olo~ su
-"eprojlación delinltiv. o acordará la~ón de III in.scnpción.
',' . La.configunici6n de las FederacioneSesPoñomS como un til'" de
. Isocillciones, •• las que III ~ atribuye el ejercicio de fuDciones

p1ÍblicllS, jllStifica _'-se exiJan determiuados <equisi1os parll su
comtitueión, dado que DO,Ie lratade asocillcioneu"instituidas al

''ll!DpaI'O del articulo ~ de III Coustitnción, que no reconoce el
'detecho de 85OCÍlIción' parll c:ónstituir aoocillCi_ cuyO objeto sea
el ején:icio defuDcio~=-Ale cuácter administrativo,-aesün
iIemos ij>dicado reí te. 'Por 010, dado que el derecho •
constituir Federaciones espoñolas ellisteen III medida Y con el ,
iIIcance COD que lo ,resWa la Ley, uoes inconstitucional que.el
legislador prevca deteI1Dinados 1eQuisitos Y filsesparllsu constitu­
c:ión definitiva. Por ello el _o IS no es inconatitucioDll\, y III
interpretación ,de su contenido <6 una cuestión & mena Ieplidad
*na a la cpmfletencill de este Tribuual.' '. ',' ,

So "El Auto pore! que se plm>teá III cuestión de incoDstitucio';"­
lidad cónsiderá también que los articuIos 12.1 (párnlfo 2.°), 14.3'y

. I~ de III Ley 13/1980 puedeD .... inconstitucionales en la medida
.. en que deberían haberse incluido en una Ley orpnica -y no en una

.' Ley ordinaria-, por irn(lOD01'lo as! el articulQ 8U <eD connión con
e! ,53.1 ~ III Constituci6n).que eslllblece que son Leyes or¡ánials
las rellluvas al desarrollo de los detechos ,fuodamentales, eDtre los
cuales se encuenlnl el derecho • Ill, asociación .-econocido én el
articulo 22 de III propia Norma Fundamental:..:. "
,e Como hemos indiClléJo~ 'auteriormeDte <Fuudam.nlD jurídico

tercero, llJl'lrtado Po el derecho de -snc~ónque resuJa el articulo
,...

'12354 ' , ,Sakl ~nda. ReeW.o lJe ,,,..paro 1tMrJJ. 61811984.
Senlenclllltllm. 68/1985, de,17 de mayo. • .

'1. Sala 'Segunda ~¡' tribunal Constitucional, Com~íi por

"

don Jerónimo Arozau1eDll Sieri'a, Presidente, Y don Fraucisco

'
e,' Rubio Uorente, don 'Luis Diez-Pic;azby Ponce de León, doD

f'rancisco Tomás Y Valiente,· don Antonio Truyol SemI Y don
Fpmcisco Pera Verdll¡uer,.J4qislnldos, Iul pronunciado ...

•. '/EN NOMB,RE DEL lUjY,

,,'" '.,,' ," '~9A '"
En el recurso de ainpou'o n6m, 618/1984; interpuesto pOr el

Procurador de los Tribunales doIi Ramel Ortiz de Sol6nano Y
Arbex,asist.ido por el Letn!do sedor Garrido Fal1ll, en nombre de
,doilll Maria Pilar Domecq Y Aáuirre, conlnl resolución de la
JefalUra del Eetado de 12 de septiembre di 1974, conlnl resolución
del Ministerio de Justicill de 22 de septiembre de 1980, y, en cuauto
!lis confirman, !lls sentencie. de III Audiencill Nlleíoual (Sala de lo

, CoDtencioso-Administrativo) de 13 de mllYo de 1983, Y de III Sala
Cuarta del Tn'buDal Supremo de 18 de junio de 1984.

ED' el presente recurso de ¡l!IlJl'lró Iul ..do ¡>IU1e, corno codemau­
dad0t,.den· Pedro Domecq Hi~o,·~eptesenta4opor el Procurador
dOD Julián ZlIPl1ta Dmz y el Fiscal General del Estadn, Iul sido

1

2íd~'" Cotlititucilll\ te tefiert á "D -séDer6 '-l.·llSOCiación- deDtro
del cual caben modalidades específicas: debiendo aftadirse. ·como
hemos' tefla1lldoen -d'Ílpartado '.Dterior, que el derecho de
8$OCÍOCKm Í't:cURl>cidO en ,el men_o precepto''''' compreode el
de comtituÍ\'-asoeiaciones con objeto 4e ejerce< funciones públicas
con caráCter-admillistrativo.··' ..
" '~con estas COII5ÍdeI1lCÍOlles, ,el d....nono del derecho
de asociación reterVlldo • III Ley o'rránica se refiere al género
asociad6n, por lo que el artic!UIo' 81 de la Constitución no se
vu1nera por él_o de qll&~'leyes-como III Ley 13/1980­
que incidan en el derecho de llíóiclación-reconocido en el Ulíe'ulo
22 de III CoDSlitnción, siempr'e;'ltil.-""l'eten lo establecido eD III Ley
Or¡ánica que lo desarrolle, LéY '1"" l'Il _ caso no ha sido .ún

mull!llda después de III Olllstitución: ',.
.~-Endefinitiva, de acuerdo con llIi idelos aDteriores y al no existir
una Le)' orpnica posconstitucional que desafione el derecl10 de
8IOCÚIC1ón, DO existe lampoal posibdidad de Aleterminar en qué
IIÍedidllCII articulo 12.1·(pémifo 2,").de Ill'Ley 13/1980 respeta lo
establecido éllda miJma; determinación que porta misma razón
tampoco puede lIevaroe a cabo eD relllCión'con los articulos 14.3 y ,
15 de III Ley de 31 de marzo de 1980, enlll medida en que fuera '
proceden", de'acaerdo conloexpoesto en el fundamento jurídico
tercero,.panado <8), dado queTegUIll un ,tipo de' a""".llciones
~o 1Oll'lu Alderllci_qu....o se constituyen al amparo del:

, articnIo 22 de III €unatitución, -Finalmente. eslll detenninaci6n
:GI1'lIlóCO~ lIacerae en ~Iacíón con III Ley pte'COIl$titucional de
.~&244e.Jíieierllbre de'1%4,'" e1101JCll'1lue,a¡>IU1e cié ,
in'I'Írarse ea 4tros priJlcipíos JIOlitiroo, excluye4e su lImbito de
áplicaci6u Ills lIS<ICillciones.-egu_s por k;yes:a¡>ecillles (artículo .
~), eS decir queúo~leIII función de deS8rroIlllr ,1 detecho de
jlSOCillcibn-opero, estableciendo una tei\llaci6D que haYll de '.
ser ....petadapor.!lls leyes especíaIes q",,¡ÍlICidan en"¡ ám~ &1 .
derecbo de uociación-ftCOllOcido por éfarticulo 22 de la Constitu-
ción. .' _ .. I _ - _.' -·_'t f ,' " -"

." En-conduaiÓll, lo..rticulos 12. I {párrafo 2),14.3 ~ 15 de III Ley
de 31 de marzo de 1980 no sou inéonSlitudona1es por el becl10 del
cañcter no orPnico de tal Ley. ,', '
?" .•_ .( ~ .,' ¿.~~ f ," ~,: ',"" _~-;,¿I'\.' . "" •.-:':.-

."....... .,' "FALLO,: ", ",".,

;" in~D .toei;; 'lo é,,~to, el Tríbu....1 COÓSlilticio....~
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONF\1;RE lA CüNSTITU-
OON DE lA NAOON ESPAÑOLA, . . '

.,' Ha decidido:

:Declllrar que los articulO. 12.1 (páITafo 2.Oí, 14.3y 15 de III Ley
13/1980, de 31,de inarzo, GeDenll.de la Cultura Física y del
Deporte~ no 'SOn contrarios.a la Constitución.
" Publíq~ esta Sentencia en eli<Boletin Oficial delEItado»,

Madrid, 24 de ......yo de ,1985.~MaDuel.Gluáa-Pelayo ,y
Alonso.-lerÓ1limo .·Aronmena Sierr.a.•AogeILatorre
Segura-Manuel.Diez de Ve1llsco V.llejo.-Francisco RuNo UD'
rente.-Gloria llegué Cantón.-Luis Díez-Pícazo.-FnlDcisro Tomás
)' Vllliente,-RafileI' Oómez-Fem:r MorauL-An¡¡eI .Escudero d.1
Con:al.,.Antonio e,Truyol "Serra.-Francioco, ,.Per. ,".rda,
....,..-Finnlldos. '

e

pouente el l&JI¡i$ll1ldo don FranciscO Tomás y Vlllieute, quien
n_ el parecer de III Sala, ,

. • L ,ANTECEDENTES

Primeni:-E16 de agosto de' 1984, <loña Maria del Pilar Domeeq
y Asuirre;t!ebidamente uistida y "'JlfeSeDta4a, interpuso ante este
Tribuual recurso de _paro con1nllllSentenCl. de la SlIIa Cuarta
del Tn1>unal Snpremo de 18 de juuio de 1984 (que, según declllra,
Ié fue notificada elll de julio), contra III Sentencia de la Audiencill
Nllcional de 13 de mll~ de 19831!'J1ifirmada por llQuólla, yconu-a
las resoluciones odnUnistrativas'Iln~ aute III Audiencill
Nlleíonal en recurso contenci.=::.ní'llra,tivo desestimado por la
Senteucia ciillda, Que son la ' de III Jcfiltura del Estado de
12 de septiem;bre de 1974 YIÍIr.:soluci~ndel,Ministerio de Justieíll
de 22 de septlembre de 1980 abe C9DSlde/ll unprocedeDte, y como
tal lo desestimó, el recurso·& 1eJlOSici6n interpuesto contra III
anterior TeSOluci6n.", ,. '¿ ~--";l- •

Como tonlta aí ... demllDda, el objeto de !ll lmpognlleíón es
doble. En primtr lupr se impugnau, como actos incursos en el art.
43,1 de la l,:O.T,C., las dos resoluciones de 12 de septiembre de
1974 y 22 de septiembre de 1980, impugnacióu que abarca también
a las dos SentenciaS en cuanto vinteron 11 confirmarlas. Además
«alternativamente, y pata en su caso; se dirige el presente recuno
directamente conlnllas propias Sentencias mencionadas», recurso
en este supuesto englobado en los del articulo 44 de III L.O.T.C. En
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escrilo de 29 de diciembre acompañado del correspondiente poder.
Asimismo se recibió la documentación interesada al Ministerio de
Justicia, a quien se acordó acusar recibo por providencia de 30 de
enero de 198~, en la cual se tuvo por personado y parte a don Pedro
Domecq Hidalgo, así como también se acordó en ella poner de
manifiesto toda la documentación recibida al Ministerio Fiscal y a
las partes para las alegaciones previstas en el articulo 52.1 de
nuestra Ley orgánica. _

Cuarto.-En su ,escrito de alq..ciones., la ,Parte actora comienza
por reproducir en sus primeros_ cuatro fohos otros tantos de la
demanda inicial, para añadir (páginas 8 y 9) algunas consideracio.·
nes respecto al ~ipotético argument~ de que no ha habido
denegación de jusliCta puesto que las dos Sentencias han desesti­
mado los dos recursos sustancíadot-en ambas instancias, pues, a su
juicio. prescindiendo de argumentos puramente «verbalis1aS», esta
claro qUé lajú.risdicción contencioso administrativa «ha partido de.
su propia in90mpetencia para conocer del tema planteado». Siguen
unas extensas consideraciones (treS folios) sobre los presupuestos
procesales y las razones en- favor de la-admisión del recurso, folios

. casi idénticos a los iniciales de la demanda. Copia de nuevo la
argumentación de su demanda a propósito de la supuesta vuhiera­
ción por denegación de justicia, a la Que añade un uoico párrafo en
el Que -asevera que la habilidad dialéctica de la contraparte en 109
anteriores proCesos no debe servir de base para construir un nuevo
«jardín pnvado de -la Corona» después de la Constitución. Tras
reproducir literalmen-te su argumentación inicial sobre lainfraccíón
del art. 24.1 por indefensión, termina su escrito con una reflexión
sobre cirmo el an. 9.1 C.E. impide la existencia de II<:t.. exent.. de
fiscalización. Finalmente se-reitera el suplico de la demanda.

El Fiscal ante el Tribunal Con.tit1,lcional altera en su escrito de
alegaciones las dirigidas contra cada una de las supuestas violaci~

nes de derechos fundamentales, comenzando por rebatir la indefen·
sión .que se imputa a las resoluciones adniimstrativas. A su juicio
los derechos. del artículo 24 C.E. están referidos a' la actuación
judicial, por lo que la afinnacián de la.demanda de que no oir a 1..
interesados en- los actos de gracia, actuación evidentemente no
judiciar, desconoce los derechos del 24.1 C.E., es ir contra el texto
de este precepto y contra la interpretación que reiteradamente le ha
dado el Tribunal ConstitucionaL Seguidamente el Fiscal pasa a
examinar si las. Sentencias impugnadaa. han incurrido en denega­
ción de jus!iciL Alep a tal efecto que la Sentencia de Audiencia,
la única que importa. pues la del Tribunal Supremo se limitá a
confirmarla, desestimó el recurso contencioso-administrativo, y no
lo inadmitiá comá repite la parte actora, como por lo demál se lee
sin duda en el fallo, y se desprende del considerando primero en el
que se analiza el fOndo de la cuestián con~ y con cita de la .
legalidad aplicable. Ocurre que en este caso «el examen del fondo
conduce a_la exclusión del recurso por tratarse 'de materia no sujeta
al Derecho Administrativo»; pero no .liay una encubierta inadmi­
sión, sino una resolllción desestimatoria y razonada del fondo del
asunto. Siendo asi. es evidente que no ha habido. lesión del derecho
a· obtener la tutela judicial efectiva. Por todo ello, el Fiscal pide la
d~rnacion delrecuno.

La representación de don Peclro Domecq Hidalgo comienza por
plantear un problema 'de admisibilidad que en este momento se
convertirla en causa de desestimación. A su modo de ver la 1
demanda es extemporánea, pues .ieudo·e1 último dla hltbil para. "
interponer el recuno de amparo el sábado 4 de agosto, se presentó l
la demanda en el Registro del Tribunal el dia 6, y aunque el .•
recurrente afinna que la causa fue el encontrarse cerrado el Regj.strg. "
el sábado 4, lo cierto es que ni presentá su demanda en el Juzpdo
de Guardia ni aporta prueba de que el Registro estuviera cerTado.
Por todo ello y como Quiera que la responsabilidad por haber
esperado al último día hábil es de la representación del recunente,
é1te debe sufrir las consecuénciasde -la extemporaneidad, pues
«Vigilantibus non domientibus iura' sutulTtlJ1't». No obstante ana-
liza .l~s ~ds prete~sion~ co~t~nidas e'o la demanda, se opone.a eUas
y plQe ~Ja oesesnmaCloo· lle! tttUl'Sd- Fl"Cñte-a-la "retemtÓlt-de
violación del arto 24.1 por denegación de justicia. sostiene princi­
palmente: a) Que para que tal denegación se hubiera producido
habría sido necesario que la jurisdicción conten.cioso-administra-
tiva se hubiera declarado incompetente, y que también, y después.
la jurisdicción civil ordinaria se hubiese negado a resolver la
cuestión del mejor derecho a suceder de 13 demandante frente al
designado sucesor. pero tal conflicto jurisdiccional negativo no se
ha producido; b) 1.. actos regioa (antes, del Jefe del Estado) de
concesión de mercedes. no son actos de la Agministración, no están
sujetos al Derecho Administrativo y- no están intra sino extra
m~os de la jurisdicción contencioscradmínistrativa; e) en cOnse­
cuencia las dps Sentencias ahora impugnadas respondieron a UJJ.3
aplicación razoll8bl. y ponderada del arto l.l de la U.C.A., en
nada contrario al 3rt. 24 de la Constitución. A propósito de la
segunda infracción c011s"titucional denunciada, la,repi"esentaeiÓD de
la parté demandada en lo. anteriores_unos afirma que tilmpoco
se ha cometido indefensión «por DO _haberse dado audiencia a la

todos 105 casos se considera infringido el ordt:namiento constltucío­
nal y en especial el an. 24.C.E.

Segundo.-Los hechos en que se basa la petición de amparo, tal
como se deducen de la demanda, son los siguientes. Don Pedro
Domecq Rivera, segundo marqués de Domecq, en instancia de 26
de mano de 1974 pidió al anterior Jefe del Estado Que se dignara
«ejercitar la gracia de auto:rizwe para designar sucesor en I!t Título
de marqués de Domecq O·Usquain... con alteración del orden
sucesori&~original. en peljuicio de tercero...», solicitud que fue
resuelta en sentido favorable mediante Oecreto de 12 de septiembre
de 1974, .a propuesta. del ~terio. de Justici.,.. Don Pedro
Domecq Rivero otorgá teSlament!> elide octubre de 1974,
designando como sucesor d~ TítUlo a SIL sobrino don Pedro
Domecq Hidalgo. A la muerte de,don Peclro Domecq Rivera.
ocurrida. el 17 de febrero de 1979 la hoy recurrente en amparo
acudio a la sucesión del titulo y al enterarse de la resolución de 12
de septiembre de 1974. interpuso contra el citado Decreto recurso
de reposición que fue desestimado 'con el argu(Dento de Que la
resolución impugnada constituía un acto discrecional y graciable
Que sólo podría impugnene por defectos de forma. El subsiguiente
recurso contencioso-administrativ9 fue desestimado;por la Audien­
cia Nacional, en Sentencia de 13 de mayo de 1983,~por tratarse de
UD acto discrecional y graciable, Que no era «susceptible de
impugnaci,pn por los cauces de esta jurisdicción ~oDtencios<>

administrativ8»1 es decir, porque «no es acto· de la Adminü¡tr;¡.
ción... así como tampoco acu;>- sujeto a revisión jurisdiccional en
esta ví~. Esta misma linea argumental reaparece en la. Sentencia
del Tribunal Supremo, ahora impugnada, en la que se desestimi> el
recurso de apelación contra la de la Audiencia, añadiendo el
Tribunal Supre~o ·que por ·ser, el acto graciable es dificilmente
sostenible la infracción de trámite como también lo es.el pretender
que sea necesario el 'co~ntimiento o la audiencia de los perjudica';'
dos por _el cambio en el' orden sucesoriQ-_original en cuanto.
interesados. o: afectados. •

Según la Q-emanda de amparo los preceptos constitucionales
infringidos son el art. -24J c.E., en cuanto que prantiza el derecho
fundamental a obtener una tutela judIcial efecuva; y el mismo arto
24.1 C.E. en cuanto que garantiza Que no pueda producirse
indefensión. En el primer sentido entiende. la demandante que la
denegación de justi<:ia.se ha producido porque las Sentencias de la
Audiencia NaCIonal y del Tribunal Supremo no consideran como
propia de la jurisdicción contencioso-administrativa la revisión de
estos actos, y aunque tratan de remitir a la jurisdicción civil, es
claro que entre las cuestiones absolutamente ajenas a ella se
encuentran las relativas a la fiscalizacióri de los actos emanados de
los ¡>Qderes públiCO'- Por lo que respecta a la indefensión, ésta se
ha producido al no haberSe dado audiencia al terceto peJjudicado
(esto es~ a la hoy demandante del amparo) en la tramitación del
acto graciabk:. Enúende la recurrente que es innegable que el
anterior Jefe del Estado y el actual Monarca tenía y tiene facultades
discrecionales pera alterar el orden regular de sucesián de lo. títulos
nobiliarios; pero eiemPM que' esta alteración perjudique a terceros
.... un derecho fundamental de este tercero que garantiza la
Constitución, d ser previamente oído».

El suplico de la lilemanda contiene tres pedimentos: a) la
declaración de nulidad del Decreto de 12 de septiembre de 1974,
de la Orden Ministerial (Justicia) de 22 de septiembre de 1980, dll
la Sentencia de la Audiencia Nacional dé 13 de mayo de 1983 y de
la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de junio de 1984 (Sala
Cuarta); b) alternativamente, la nulidad de estas d.. SentenciaJ; e)
«en cualquier caso, el reconocimiento del derecho de mi mandante
al trámite de audiencia ante la Jefatura del Ettadooo, como requisito
previo para la firmeza de cualquier decisión suya autorizando lá
alteración en el orden de sucedCf' del Titulo de marquesado de
Doroecq.

TerceroA.a Sección Cuarta, por providencia de 3 de octubre de
1984, abriá el trámite del articulo 50 de la LOTe pará resolver
sobre- la -posíbie coneurJeneia de -ia -causa de -admisibHída.d- de1
50.2.B. LOTC. Tra. las correspondientes alegaciones de la parte
demandante y del Fiscal ante etTribunal Constitucional, la muma
Sección, por providencia' de .14 de noviembre, acordó la admísión:
a trámite del, recurso, así como ~bién que se dirigiera atenta
comunicación a la Audiencia Nacional para que remitiera ~
actuaciones del recurso conteDciOlO'-administrativo nUIPero
21.695, interpuesto pór doila Maria derPilar Domecq y Aguirre, ...
como la Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo~
resolviendo el recurso de apelación 83.909 y el correspondiente
expediente o certificación o fotocopia adverada del mismo,

RecibidaS las actuaciones judiciales, la Sección, por providencia.
de 12 de diciembre, acordó acusar recibo a la Audiencia Nacional,
interesar del Ministerio de J us-ticia la remisión del expediente y
emplazar al Procurador don Julián, zaPata Díaz, que represen~ a

_don Pedro Domecq Hidalgo en el recurso seguido ante la Audiencia
Nacional, para Que en el plazo de. diez diaS .pudiera comparecer
ante este Tribunal, comparecencia que, en efecto se produjo por
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llOCO.......te IIlIOldl>dietar eJDecreto de l-2-<le'oq>liembte de 1974>0;
Y'ello IX"~ siguienteli y principales rozones: a) Po<que el acto que
uí se Impugna es preoonstitucioftaly había qotado IUS efectos al
realizarse la designación, .... es, al producine el acto autorizado en
el testamento abierto de 22 de octubre de 1974, declarado subsi..
tente por otro de 26 de mano de 1975. todos ellos actos anteriores
a.la CoJlltitución; b) Aun omitieDdo la argumentaci6n anterior.
tampoco habría violación del artieulo 24 por habe...., omitido la
audiencia en UD procedimiento administrativo, pues en éstos (salvo
los sancionatorios) la omisión de audiencia lería vicio de Iega1idad,
pero -40 infracción del artí<:ulo 24.1 e.E.; e) Pero es que tampoco
estamos ante un procedimiento administrativo, porque 18 autoriza­
ción paTa designar sucesor en Un título nobiliario oon..aJte:raeión del
orden de suceder original, no es UD acto administrativo. En
consecuencia, la recurrente carecía de todo derecho, y menos,de un
derecho constttucional a ser oída por el Jefe del E¡tado, si bien nada
le hubiera impedido impugnar ante la jurisdicci6n civil la designa­
ción-del sucesor,lo que, poI cierto. no bizo..Concluye su escrito de
a1eg¡iciones pidiendo la desestimaci6n del reCurso. ..'
. Quinto.-Por providencia de 13 de marzo de 1985 se señal6 ¡jara
,deliberación y. votación s;le1 recurso el día 22 de mayo siguiente.

<'~,;~ .J

. 1I.'FlINDAMEN'JQs JURIDICOS
•

• . Primero.-Aungue en el lÍ'ámite de admisibilidad del arto SO de
1 la Seeei6n Cuarta no examinó Iaposible.<XJDeumlncia dec la
~ utemporaneidad (att SO.l.b.,n MIaci6n con d 44.2 LO.T<:. o
, incluso también con el 43.2 L.O.T.e., pues el plazo es el mismo y
~. el «dies a quo» también), en el trámile de"a1esáciones del art.52.1
, L.O.T.e. la representaci6n de don Pedro Domeéq Hidalao la ha
.. JnÚdo al proceso. sosteniendo que por exte.mporánea la c:femanda
'f debió ser declarada inadmisible, causa de inadmisión que, de ser,
" - ;' ahora apreciada. se convertirla en causa de de:sestimación. Es
, necesario, pues, que comencemos por examinar si concurre o no la

.... . extemporaneidad invocada. _
~; El último dia hábil coniando el plazo' a partir del dia siguiente

a la notificaci6n de la' Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de
junio de 1984 (notificada el H de julio) fue el 4 de .,.,.to. El
recurso sin embargo tuvo entrada en el Registro General de este
Tribunal el lunes ¡; .de agos",-y no el sábado dia 4 y de ah! toma
pie la representaci6n de don Pedro Domecq Hidalgo para denun­
ciar la extemporaneidad, aunque reconociendo que el principio del
«favor actionis» puede llevar a justificar que las dudas de admisibi­
lidad se resuelvan a ravor del actor. Es lo cierto que,d sáhedo 4 de
agosto,como afinna la parte demandante, Que no' necesita aportar
pruebas a .este Tribunal de un hecho de su funcionamiento interno
que en cuanto tal nos consta, el Registro General permaneció
cerrado de acuerdo con las normas -previstas por este Tribunal y
publicadas el 2 de julio de 1982 (<<Boletín Oficial del Estado»
número 157/1982) según las cuales «durante el perlodo de vacacio­
nes continuará abierto el Registro General del T.e. desde el lunes

._~ viernes, ambos inclusive, desde -las nueve treinta a las trece
treinta horas» (Acuerdo de 15 de junio-de 1982, «Boletín Oficial del
Estado. citado, página 18069). Ante este hecho, siempre ""be
presentar el reeurso en el Juzgado de Gua!'dia, como afirma quien
pide el reconocimiento de la extemporaneidad. Pero el represen­
tante de la parte actoro, en escrito fechado a 6 de agosto que
presentó como adjunto a la demanda, afirma que lo intentó y que
se le negó «su recepci6n (la del recurso) en el Juzgado de Guardia
del citado dia (el 4 de agosto) pese a indi......, que el plazo de
interposición vencía. el repetido día 4. de agosto». Como el
recurrente presentó en este Tribunal el recurso eJlunes 6 de agosto
a primera hora de III mañana arompallado del aludido eiCrito
~xplicativo. este Tribunal'entendió y entiende que, aunque con un
rigor estricto hubiera podido imPUtane al reeurrente el desconoci­
miento del Acuerdo citado hecho público en su día; y aunque la
dentgllci6n por el denunciada 80 baya sido ",metida a prueba, más
allá de su propia afirmación tpmpoco Q.l'CD.te de valor, la-diligencia
observada por la demandante tras el doble ,jncidl>nte para ella
sorprendenledel día 4 de agosto, y.. el mismo principio «pro
.1lCl16oelo '-citado a esterespeeto, permiten admitir ,la demanda,
haciendo prevalecer no 'Sólo el interés privado de la parte aetara,
-lino el más general inherente a todo prooeso en que se dilucidan
cuestiones -relativas a derechos fundamentales, &ente a _una rígida
interpretaci6n de la norma (arts. 43.2 y 44.2 L.O.T.e.), llue sin
duda )1ubiera podido ser tachada de formalista en el sentido
.peyorativo d~ la e~resión. En consecuencia la Sala no aprecia la
extemporaneldad. ,

Segundo.-Como observa el Fiscal en 5Uesentode alegaClones .
«nos hallamos ante un ,recurso de los llamados mixtos», porque en
él se impugnan resoluciones administrativas «lato sensu» encua­
drables, como expresamente le dice en la demanda, entre los actos
incluidos en el arto 43.1 L.O.'r.C., y otras denaturaleza.inequivoca­
mente judiciales, msertas en. el art. 44.1 L.O.T.e. Ocurre además
que si esos actos constituyen Jo que en la demanda (yen el esento

.. 'alegaciones" ten esto como en casi todo ftpeticióf'l"literal tle
aquélla) -se denomina el \1bjeto de la impugnación. que es así doble,
también son dos las pretensiones que se interponen en la demanda
distintas .entre si en función de su respectiva «causa petendi~. En
efecto; en ella (y reiteradamente en el escrito posterior) se pide la
aulidad del Decreto de 12 de septiembre de 1974 y de la Orden del
Ministerio de Justicia de 22 de septiembre de 1980 por no habe....,
dado audiencia en aquellos «procedimientos admimstrativo~ a la
pane demandante del amparo, quien entiende que tal omisión de
audiencia le produjo indefen.ón ton lesión de su derecho' garanti­
zado por el arto 24. lde la Co$t1tución. Además, o quizá fuera
mejor decir ahemativamen~. se- pide la nulidad de las Sentencias
citadas de la Audiencia NaciOllaI y del Tribunal Supremo por
oupuesta denegaci6n de Mela judicial (art. 24.1 e.E.), Aunque en
el epígrafe de la demanda dedicado al objeto de la impugnación se
precisa en primer lugar la impugnación contra las resoluciones
administranvas causantes de indefensión y se menciona como
alternativa 111 impugnación contra las Sentencias, después, bajo el
epígrafe ~ceptos constitucionales infringidQS)+, se desarrolla
primero la pre~ón por violación -del derecho a una tutela

judicial efectIva, y, después la pretensión...por indefensión 5~frida en
os «procesos administrativos» terminados ton las resolUCIones de
12 de """tiembre de 1974 Y 22 de septiembre de 1980. Este cambio
de orden. pO . parece .refevante, pues entra dentro de la libre
~nstrueci6n de la <Iemaoda, pero no está de más, identificar
expresamente aquí la supu~ta Violación de 1& tutela Judictal con las
dos Senlenoia' judiciales, y III su_la ~rljtlsi6npor,<>misi6n de
audiencia IÓlo ton. Jas dos «resoluciones administrativas» :y no
tatribien con; las Sentencias. cerno podría darlo a entender el punto
C) der.uplico de la demanda en el que se pide en cualquier caso,
el reconocimiento de su derecho al trámite de: audiencia ante el Jefe
del Estado, derech<> que, de existir, sólo guardaría relación, como
es obvio, coI) ra pretensión relativa "a. los actos impugnados por la
via delilrt. 43 L.O.T.C.

úanlioaremO&eD primer lugar si· se da la violación de la tutela
judicial efectiva, y:después si concurre laindefen,sión' por fálla de
audiellCia.· -

Tercero.-lA 'demandanteentiende 'que las dos Jetltencias, al
afirmar la falta de fiscalización jurisdiccional del Decreto de 12 de
septiembre de 1974, incurren' en denegación de tutela judicial, y
ello a pesar de que «por razones que no alcanzamos a descubrir»
en el fallo no se declara la inadmisibilidad sino la desestimación de
los recunos. Esa decisión de inadmisión encubierta no se remedia­
tia oon acudir 1l la jurisdícción civil, pues ésta no es competente
para el controlo declaración de ineficacia de on a~o del Rey, sino
sólo para resolver sobre la preferencia del mejor derecho sucesorio.
Esta es en esencia la argumentación de la pane actora, con base tn
la ,ual en modo alJuno puede apreciarse vull}eración de su derecho
auna tutela judiCIal efectiva. -

Aunque se trata de presentar una y otra 'Sentencias como
resoluciones de admisibihdad en la que sólo se aprecia la faJta de
competencia, DO cabe duda de que nos encontramos ante dos
resoluciones sobre el fondo del asunto, lo cual es particularmente
claro resjlCCto a la Sentencia de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Nacional que sería la causante de
la falta de tutela, puesto que la Sentencia del Tribunal Supremo
vendría a confinnar un fallo constitutivo de tal lesión. La Sentencia
de la Audiencia Nacional de 13 de mayo de 1983 analiza en su
primer considerando Ja natumleza del acto del Jefe del Estado en
el Decreto de 12 de septiembre de 1974; lo califica, después de
razonar sobre la legalidad aplicable, como acto discrecional y
sraciable.; infiere dea1:ú que en cuanto tal el acto y el procedimiento
por el que se lIég6 a él participan de una «naturaleza especial
excluida de las normas de la Ley de Procedimiento Administra~
tivo»; finalmente, en el consiqenmdo segllndoextrae. siempre de
fonna razonada, la conclusión de que el acto discutido «DO es acto
de la Administración con personalidad jurídica única», no está
incluido entre los actos de! ano 1 de la U.c.A., y en consecuencia
no es «tampoco acto sujeto a la revisión jurisdiccional en~ VÍa»
contencioso-administrativa. El razonamiento y la resolUCión del
órgano judicial versan sobre el fondo del problema, pues oonsisten
en una calificación del acto discutido y en la decl~~~ióD. de su no
iometimiento a la j~cci61ÍIClOn:tencioso-adm1D.lstrat1va.. Algo
muy semejante podría decirse respecto a la SentenCll del Tn1?unal
Supremo de 18 de junio 'de 1984 en la que además de reiterar
argumentos de la Sentencia apelada, .el Tribunal a~a que
entiende hallarse «ante una materia enteram~te graCIable. de
creación modificativa directa, en la que propiamente no existe en
este supuesto procedimiento reglado y de obli~:Ia: .observ.anciID).
En suma: no hay una simulada solución de admISIbIlIdad, smo dos
resoluciones de fondo razonadas por extenso, con interpretación
expresa de la legalidad aplicable. Y no hay t~mp:<:>co. n~d~ que
pudiera ser o haber sido el comienzo de un confll~to Juns<hcclOnal.
puesto que lo que ambos órganos judiciales sosUenen e~ no tanto
que ellos 00 pueden controlar el acto en cuestión, sino que el acto.
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por su naturaleza discrecional o graciable no es controlable. lo cual
es sin duda compatible cOD_el planteamiento entre partes privadas
y ante la jurisdicción civil ordinaria de un eventual proceso
respecto al mejor derecho a suceder en el titulo nobiliario, proceso
en el que La cuestión a discutir ya no seria el acto del Jefe del Estado,.
de 12 de septiembre de 1974, sino la prevalencia o no de ese titulo
respecto al del sucesor con arreglo al oroen sucesorio originario. Ni
hay nada que decir aquí y abara en lJlatetia de conflictos jurisdW­
cionales negativos; ni hay senteIK;iaJ.. «yerba1istas» y desestimato­
rias, sino dos reales y verdaderos. pn>QUDCiamientos de desestima·
ción sobre el fondo de la pre1e..... planteada en el ámbito de la
legalidad; ni hay desde la peropectift de la constitucionalidad
violación alguna del dereclIo a ua tutela judicial efectiva, que ha
sido cumplidamente respetadoy satisfecho por las dos Sentenciaa
impugnadas, que hay que calificar de impecables desde el punto de
vista del derecho fundamental a una tutela judicial efectiva tal y
como este Tribunallo viene reiteradamente ip.terpretando.

Cuarto.-Respecto ala pretendida infracci6n constitucional poi
indefensión, nuestro pronunciamiento ha de ser por fuerza desesti·
matorio, pues a eUo·ol:tlWm las siguientes razonei;. La violación se
imputa no a un acto defaetuaI Jefe del Estado (y conviene quízá
señalarque el art. 43.1 L.O.T.e. abora en juego no menciona entro
los impugnables por esa vía Ills actos del Rey), sino a un acto del
anterior Jefe del Estado, su Decreto de 12 de septiembre'de 1974.
Ahora bien, ese Decreto sólo podría impugnarse eo amparo'
constitucional si DO buiera agotado sus efectos a la entrada en vigor
de la Constituci6n (Disposición, transitoria _da. I de la
LO.T.C.). El acto del antérior Jefe· del' Estado era un acto
autorizatorio dirigido a quien se lo había solicitado· y- permitía a

, éste, don Pedro Oomecc¡ RiverG¡ alterar en peJjuício de tercero el
orden sucesorio originano del Marquesado de Dometq. Como bien
dice el representante procesa[de don Pedro Domecq Hidalgo el
acto aUlorizatorio del anterior Jefe del Estado agotó SU! efecto! al
realizarse la desi~aci6n del sucesor, lo que tuvo lugar por una
primera designación y 01rU posleriores confinnatorias, todas en
1974 y 1975; anteriores, puca, a Ia·Constituci6n. Ahí y entonces
agot6 el Decreto de 12 de septiembre de 1974 sus efectos coa
independencia de que la muerte del anterior marqués y, por tanto,
la apertura de la sucesión, se produjeran ya vigente la Constitución,
pues de otro modo el acto en cuestión seria a estos efectos perpetuo.
Por consiguien1e ni el Decreto de 12 de septiembre de 1974 ni la
Orden del Ministerio de Justicia de 22 de septiembre de 1980
meramente confirmatoria de l\D8 cuestión de legalidad preconstitu­
cianal son -imp~ en amparo por'"'- violación de derechos
fundamenta1et.

Pero es que auD admitiendo la posibilidad de impugnar la
resoluci6n del Ministerio de Justicia, y ai>aJizando si respecto a eUa
cabe apreciar indefensión por omisión de audiencia_ del perju~
cado, el resultado de nuestro razonamiento es también denegatorio.
La orden de 22 de septiembre de 1980 considerÍl que el Decieto de
12 de septiembre de 1974, en cuanto acto graciable no es suscepti­
ble de control jurisdiccional contencioso-administrativo por lo que
el recnrso de reposici6n, previo a aqué~ es improcedonle. La falta
de audiencia del peljudicado cometida en el tn\mite' previo al
Decreto de 12 de seplJembre de 1974 no fue invocada en el recurso

'"

1235!i Saúl SegunJa.1ucunc tk amparo númm> 681/1984.
SRntenda número 69/1985, tk 30 tk mayo. .

La Sala Segunda del Tribunal eónstitu&aaI, com~ _
don Jerónimo Arozamena Sierra. Presidente. y don Francisco
Rubio Uorente. don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don
Francisco Tomás y Valiente, don Antonio Truyol Serra y don
Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENC1A

En el recuTso de amparo n6_6g1/19804, promovido por la
Junta de Andalucía, contra auto dictado por el Tribunal Central de
Trabajo, con fecha 8 de mayo de 1984, en recu,"" 636/1984,
confirmado en súplica, que tuvo por no interpuesto recurso de
suplicación contra sentencia de la Magistratura de Trabajo, núme­
ro 1, de Córdoba, de 3 de diciembre de 1983, en autos sobre
despido. Ha intervenidp en este proceso de amparo el Ministerio
fiscal, y ha sido ponente el Magistrado don Francisco Pera
Verdaguer, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-La Junta de Anda/uCta, repreSentada por don Jo"
loaquin Jadraque Sánchez. Letrado adiunto dei Oablnete JuridiCó

•de reposicióD que sólo impugnaba el Decreto porq'ue la recurrente
entendía que vulneraba el llamamiento legal que sostiene asistirle
como sucesora preferente. La "Ita de audiencia no se puede
imputar como cometida en el- trámite mismo _del recurso de
reposición: ni lo denuncia así la recurrente, ni si se hubiera
producido habóa constituido una infracción susceptible de
amparo, sino acaso sólo contraria al art. lOS.c de la ConstitucióQ,,­
donde sólo se exige la audiencia, ""nando procedaJo (y aqui
legalmente' no procede), pues las exi$encias del art. 24 no son
trasladables_ sin mis a toda tramitaClón administrativa.. No ha
habido, pues, indelensi6n ni falta de audiencia debida, ni en la fase
jurisdiccional ni en la fase ~mini5trativa en un momento o trámite
en que fuera constitucionabnente exigible..

Quinto.":'La parte aetara, tanto en su demanda como en uno de
105 poquísimos pasajes de su escrito de alegaciones en tos que añade
algo nuevo, trata c;le trasladar «post Constitutionetn» la indefensión
derivada de la. inexistencia de previsión -legal de un trámite de
audiencia lIT perjudicado antes de que el Rey pueda realizar a1g6n
aeto de gracia que implique perjuicios a terceros; y la representa·
ci6n en este prnceso don Pedro Domecq Hida/go acepió el
planteamiento del problema, aunque sólo «a efectos dialécticos»,
para resolverlo en el sentido de Que tamporo después de la
Constitución se cometerla infracciÓR por. indefensión en el
supuesto de que el acto del Decreto de 12 de septiembre de 1974
hubiese- sido realizado ahora por -el Rey; Aunque la cortesía
procesal aconseja que este Tribunal no guarde silencio ante las
extensas alegaciones de las partes, poco es lo que puede y debe decir
al respecto. , '

Ni en este proceso·constitucional ni en las fases previas al
mismo lO ha impugnado acto alguno del actual Jefe del Estado de
los enmarcables en el 3rt. 62.f de la Constitución cúando establece
que corresponde al Rey' ~onceder honores y distinciones con
arreglo a las ley_.

Por consiguiente este Tribunal no puede pronunciarse sobre
meras hipótesis o sobre alegaciones que sólo contien~n supuestos
de hechos no producidos, porque el proceso constitucional de
amparo sólo puede tener como objeto actos re~lmente producidos
e imputados a al~no de los poderes públicos a los que se refieren
los ~5. 41.2 Y SIguientes de nuestra Ley orgánica.

FA LLO

En ateneióQ a todo lo expuesto, d Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONfiERE LA CONSTlTU- .
ClaN DE lA NAOON ESPANOLA. ,i

fia. decidido:
Denegar el amparo SQlicitado por doña Maria del Pilar Domecq

y A,uirre. ' ,- .

Madrid, 27 de mayo de 1985.-Firmado: Jerónimo Arozamena
Siena-Francisco Rubio Uorente.-Luis Diez-Picaza y PDnce de
León.-Franc;ísco Tomás .y Valiente.-Antonio Truyol
Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Rubricadoa.-

de laCo~ de la Piesidencia, presentó ante este Tribunal, en
27 de septlembre puado, demanda de amparo constitucional;
exponielldo loa si¡uientes hechos:

a), Por sentencia de la Magistratura de Trabajo, numero 1, de
Córdoba, de 3 de diciembre de 1983, se declaró nulo el despido de
doña Ana Marla Ydoña E1vita Alamo Barbero, y se condenaba a
la Junta de Anda1ucia, pano quien traba¡aban,.a readoutirles en !U
puesto de trab8jo, y abonarles lo. salarios dejados de peTClblr.

b) Don José Joaquln Jadraque Sánchez, Letrado ad1unto del
gabinete juridico de la Consejería de la Presidencia de la refenda
Junta, que ,ya habia actuado en representaei6n de la ~ropia Junta
de Anda/ucia, en la instancia, anunCl6 recurso de SUpllcaClOn, que
fue tenido por anunciado, por provtl1enc1ll de 19 de dICIembre, en
la que se le tenia por desi¡nado corno Letrado para su formalIza.
ci6n. El recurso fue formalizado por escrito, registrado el 27 de
enero de 1984.

e) El dIa 8 de mayo de 1984. el Tribunal Central de Trabajo
dietó auto teniendo por no interpu~to el recuno. y por firme la
sentencia de. instancia. El Tri~u:n~ .. acogiendo la impugnación de la

, parle recurnda, expone la exlglbilidad de la firma de Letrado,para
el recuno, que, conforme al ardculo 10 de la Ley de EnJwcwmento
Civil, ba de estar habilitado legalmente para ejercer su profesl6a
ante la Magisb'lltura que dictó la sentencia, obteniéndose dicba
habilitación neceoariamente mediaate la incorporaci6lt al Colegio
de Abogados correopondienle; no estando acredita<\O en au~ue
el Letrado firmanle del escrito peneneciera al CoIeglo de A os'
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